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Región de Murcia
Consejería de  Hacienda

Intervención General


INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE FECHA 2 DE FEBRERO DE  2004, SOBRE LA EXIGIBILIDAD A LOS BENEFICIARIOS DE LAS SUBVENCIONES ENMARCADAS EN EL PROGRAMA OPERATIVO INTEGRADO PARA LA REGIÓN DE MURCIA 2000-2006, DE LA OBLIGACIÓN DE ESTAR AL CORRIENTE EN EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FRENTE A LA TESORERIA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y CON LA AGENCIA ESTATAL DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA.

ANTECEDENTES:

Se ha remitido a esta Intervención General por el Director General del Servicio Regional de Empleo y Formación una consulta por la que solicita el criterio de este Centro Directivo respecto de la exigibilidad a los beneficiarios de las subvenciones enmarcadas en el Programa Operativo Integrado para la Región de Murcia 2000-2006, cuyos fondos provienen de Fondos Estructurales de la Unión Europea y previa al pago de las mismas, de la obligación de encontrarse al corriente de las obligaciones tributarias frente a la Tesorería General de la Seguridad Social y con la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

 De acuerdo con lo expuesto en dicha consulta, el Servicio Regional de Empleo y Formación gestiona las Ordenes de convocatoria de subvenciones para acciones de formación, concretamente, la relativa a Centros Colaboradores para acciones de Formación Profesional Ocupacional del Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional (PLAN FIP) cuya financiación proviene del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la de acciones y proyectos formativos del Programa de Actuaciones para la Calidad Profesional cuya cofinanciación queda englobada dentro del Programa Operativo Integrado para la Región de Murcia 2000-2006, cuyos fondos provienen de los Fondos Estructurales de la Unión Europea. 

 
Estas Ordenes establecen, como requisito previo al pago de las subvenciones, el deber de los beneficiarios de acreditar que se encuentran al corriente de sus obligaciones tributarias frente a la Tesorería General de la Seguridad Social y con la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, planteándose dudas acerca de su exigibilidad respecto de las ayudas enmarcadas dentro del Programa Operativo Integrado para la Región de Murcia 2000-2006.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS:

El régimen jurídico aplicable a la cuestión suscitada viene constituido fundamentalmente, además de lo prevenido en el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria (TRLGP), y en el Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia (TRLH), por lo dispuesto en las Ordenes por las que se establecen las oportunas bases reguladoras de la concesión de las ayudas.

En este sentido el artículo 81.7 del TRLGP establece: “Los beneficiarios de las subvenciones habrán de acreditar previamente al cobro y en la forma que se determine por el Ministerio de Economía y Hacienda, que se encuentran al corriente de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social”.

Por su parte, el artículo 65.1 del TRLH dispone: “No se procederá a la concesión de subvenciones a aquellos solicitantes de las mismas, a excepción de las Entidades Locales de la Región de Murcia, que no se encuentren al corriente de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia”. Así nuestra normativa autonómica se manifiesta en términos análogos a la normativa estatal,   con la peculiaridad de que la acreditación no se vincula al acto de su pago, sino al acto o acuerdo de concesión de la ayuda.

Circunscrito el objeto de la presente consulta a las ayudas o subvenciones cofinanciadas con fondos comunitarios, tanto en el caso de que la ayuda estuviera financiada íntegramente con cargo al presupuesto comunitario como en el supuesto de que la financiación del Estado miembro fuera exclusivamente a cargo de la Comunidad Autónoma, y por tanto, sin financiación estatal, el artículo 58 del TRLH, relativo al ámbito de aplicación, después de señalar en su apartado primero que: “Las normas contenidas en este capítulo serán de aplicación a las ayudas y subvenciones públicas cuya gestión corresponda en su totalidad a la Administración Pública Regional  o a sus Organismos Autónomos, sin perjuicio de lo previsto en el punto 3 del artículo 61”, establece en su apartado segundo que: “En defecto de norma especial, las disposiciones de este capítulo se aplicarán a las subvenciones o ayudas financiadas, en todo o en parte, con fondos de la Unión Europea o de otras Administraciones Públicas”. 

De acuerdo con lo anterior,  ante la ausencia de normas  especiales (entre las que habrán de comprenderse las disposiciones comunitarias), y en principio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del TRLH los beneficiarios de las subvenciones enmarcadas en el Programa Operativo Integrado para la Región de Murcia 2000-2006, deberán acreditar que se encuentran al corriente de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma, pues la acreditación de dicha obligación respecto a los tributos estatales y frente a la Seguridad Social, se circunscribe,  a aquellas financiadas total o parcialmente por el Estado de acuerdo con lo establecido en el artículo 81.7 del TRLGP. 

Ahora bien, es necesario tener en cuenta que este régimen jurídico constituido por las mencionadas normas con rango de ley  se completa con lo establecido en las respectivas Ordenes por las que se fijan las bases reguladoras de acuerdo con lo establecido en el artículo en el artículo 62.1 del TRLH: “A tales efectos y por los Consejeros correspondientes se establecerán, caso de no existir y previamente a la disposición de los créditos, las oportunas bases reguladoras de la concesión. Las citadas bases se aprobarán por Orden de la Consejería, previo informe de los Servicios Jurídicos correspondientes, serán objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, y contendrán como mínimo los extremos a que se refiere el artículo siguiente”.

De este modo, habrá de estarse, en cada caso, a la regulación prevista concretamente en la Orden reguladora de las bases de la concesión, debiendo los beneficiarios  ajustarse necesaria e inexcusablemente a los requisitos y obligaciones que las bases reguladoras puedan imponer a los mismos, requisitos y obligaciones que perfectamente pueden conocer antes de solicitar la concesión de las ayudas.

Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, ante la inminente entrada en vigor de la nueva Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (18 de febrero de 2004), es necesario referirse, siquiera de forma sucinta, a una serie de preceptos que con el carácter de legislación básica inciden directamente en la cuestión suscitada. 

Así, el artículo 6, bajo la rúbrica “Régimen jurídico de las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea”, preceptúa:

 “1. Las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea se regirán por las normas comunitarias aplicables en cada caso y por las normas nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas.

  2.  Los procedimientos de concesión y de control de las subvenciones regulados en esta Ley tendrán carácter supletorio respecto de las normas de aplicación directa a las subvenciones financiadas con cargo a fondos de la Unión Europea”.

El artículo 13, referido a los requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, dispone en su apartado 2 e): 

“2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las subvenciones reguladas en esta Ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de las circunstancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por su normativa reguladora:

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine reglamentariamente”.

El artículo 14 en el apartado 1. e) recoge como una de las obligaciones de los  beneficiarios la de “Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión que se halla al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, en la forma que se determine reglamentariamente, y sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional decimoctava de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”.

Por otro lado, y sin el carácter de legislación básica, el artículo 34.5 de forma taxativa señala: “No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se halle al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o sea deudor por resolución de procedencia de reintegro”. 

Por último, es conveniente señalar a efectos meramente aclaratorios, que para aquellas subvenciones enmarcadas dentro del Plan FIP (Plan Nacional de Formación e Inserción Profesional), mencionadas en la presente consulta, la nueva Ley de Subvenciones sería de aplicación íntegra de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.4: “Será igualmente aplicable esta Ley a las subvenciones establecidas en materias cuya regulación plena o básica corresponda al Estado y cuya gestión sea competencia total o parcial de otras Administraciones Públicas”. 
CONCLUSIÓN:

Así pues,  y en la medida que en la Orden de convocatoria de la subvención a la que se refiere la presente consulta, se exige, con carácter previo al pago, la obligación de los beneficiarios de acreditar que se encuentran al corriente de sus obligaciones tributarias frente a la Tesorería General de la Seguridad Social y con la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, deberá exigirse el cumplimiento de dicha obligación. 

La  Ley  General de Subvenciones de 17 de noviembre de 2003, cuya entrada en vigor está prevista para el 18 de febrero de 2004,  recoge como uno de los requisitos para obtener la condición de beneficiario el hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine reglamentariamente;  de conformidad con lo dispuesto en los artículos 13.2e) y 14.1e)  a los que la Dispoisición Adicional Primera otorga el  carácter de legislación básica, y por tanto, aplicables a las subvenciones otorgadas por nuestra Administración Regional, cualquiera que sea su fuente de financiación.

Murcia, 2 de febrero de  2004

EL INTERVENTOR GENERAL,

Fdo.: Eduardo Garro Gutiérrez.

ILMO. SR. DIRECTOR GENERAL DEL SERVICIO REGIONAL DE EMPLEO Y FORMACIÓN.
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